
 

 

ACTO ADMINISTRATIVO 

 

EL ACTO ADMINISTRATIVO. CONCEPTO. CLASES. ELEMENTOS: SUJETO, 

OBJETO, CAUSA, FIN Y FORMA.  

 

El acto administrativo: Concepto y clases.  

De entre las diversas nociones doctrinales que tratan de delimitar el concepto de actos 

administrativos, cabe distinguir las tres direcciones siguientes: 

a) En un sentido amplio, son actos administrativos las declaraciones de voluntad 

de la Administración destinadas a producir efectos jurídicos. Este concepto 

abarca todas las manifestaciones de la voluntad administrativa, por lo que autores 

que no siguen esta posición prefieren llamar a estos actos “actos de la 

Administración”. 

b) En una noción más restringida se limita el uso de la expresión a las 

declaraciones de voluntad de la Administración productoras de efectos 

jurídicos subjetivos; con lo que se exceptúan los actos reglamentarios, ya que 

éstos crean normas generales. 

c) Y por último, según la opinión más extendida, se consideran actos 

administrativos no sólo las declaraciones de voluntad de la Administración, sino 

todas las manifestaciones anímicas de la misma destinadas a producir efectos 

jurídicos subjetivos. Sólo se excluyen las actividades materiales, por no tener 

carácter jurídico. 

A esta dirección corresponde la definición de Zanobini: “Es acto administrativo 

cualquier declaración de voluntad, de deseo, de juicio o de conocimiento, realizada 

por un sujeto de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad 

administrativa”. García de Enterría añade que esta potestad debe ser distinta de la 

potestad reglamentaria, porque para él acto administrativo y reglamento son 

instrumentos jurídicos distintos. 

  



 

 

La doctrina suele clasificar los actos administrativos, atendiendo a los siguientes 

criterios: 

a) Por la extensión de sus efectos jurídicos: actos generales y concretos. 

b) Por la posibilidad de su fiscalización por la jurisdicción contencioso-administrativa: 

impugnables o inimpugnables. 

c) Por razón de las facultades utilizadas al dictarlos: actos discrecionales y 

reglados. 

d) Por razón de los sujetos intervinientes: simples y complejos, unilaterales y 

plurilaterales. 

e) Por la forma de su producción: expresos, tácitos y presuntos. 

f) Por razón de los efectos jurídicos de su contenido: actos definitivos y de trámite. 

 

Elementos del acto administrativo: Sujeto, objeto, causa, fin y forma. 

 

Sujeto. 

Por definición el acto administrativo debe ser dictado por un sujeto de la 

Administración Pública. 

A este respecto, se entenderá por Administraciones Públicas: 

a) La Administración General del Estado. 

b) La Administración de las Comunidades Autónomas. 

c) Las Entidades que integran la Administración Local. 

d) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén 

vinculadas al Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades Locales. 

  



 

 

Objeto o contenido del acto administrativo 

El contenido del acto administrativo en una acepción amplia se determina por su 

oposición a la forma del acto, comprendiendo todos los elementos integrantes de lo que, 

en términos forenses, se denomina el “fondo del asunto”. 

Según Garrido Falla y Entrena Cuesta, se distinguen cuatro partes en el contenido del 

acto administrativo. 

a) El contenido esencial. 

Es aquel sin el cual el acto no tiene existencia. Por ejemplo: la licencia para edificar 

deberá contener una declaración facultando para realizar la obra; en el caso contrario, no 

puede decirse que se ha otorgado dicha licencia. 

b) El contenido natural. 

Es el que necesariamente forma parte del acto administrativo y sirve para 

individualizarlo respecto de los demás. Por ejemplo: el contenido natural de la 

expropiación forzosa es la transferencia coactiva de la propiedad del particular al ente 

público. 

c) El contenido implícito. 

Se refiere a aquellas cláusulas no expresas, pero que hay que entender incluidas en 

el acto porque el ordenamiento jurídico las supone en todos los de la misma especie. 

d) El contenido eventual o accidental. 

Es el integrado por aquellas cláusulas que el órgano administrativo puede introducir 

en el acto, dirigidas a modificar, generalmente restringiendo sus efectos, el contenido 

esencial del acto. Éstas son las cláusulas accesorias del acto jurídico; en particular, la 

condición, el término y el modo. 

La condición significa el hecho futuro e incierto del cual se hace depender la eficacia 

de un acto administrativo. Término indica el día desde el cual debe tener eficacia el 

acto, o desde el cual la eficacia del acto administrativo debe cesar. El modo consiste 

en una carga impuesta a la persona a favor de la cual se dicta el acto administrativo: por 



 

 

ejemplo, se concede una licencia de construcción con la adición de que habrá de 

construirse un aparcamiento subterráneo 

El contenido del acto administrativo deberá ser determinado y adecuado a los fines de 

aquéllos. Pero además se exigen otros requisitos: 

1º Posible: es preciso que la conducta que constituye el objeto del acto administrativo sea 

de posible realización. El acto de contenido imposible es nulo de pleno derecho  

2º Lícito, es decir, ajustado a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, ya que son nulos 

los actos que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de 

ésta. Mientras que son anulables los actos que incurran en cualquier infracción del 

ordenamiento jurídico. 

Causa y fin del acto. 

La causa constituye el porqué del acto, la razón que justifica que un acto administrativo 

se dicte. La Administración ha de someterse, en todo caso, a una especie de regla de 

conducta: la necesidad de perseguir el interés público en cada una de sus actuaciones. 

De ahí el gran acierto de la Constitución al determinar que los tribunales controlarán 

el sometimiento de la actuación administrativa “a los fines que la justifican” (art. 

106.1 de la CE). Por esa vía el fin se erige en un nuevo elemento, nada menos que de 

rango constitucional, del acto administrativo: éste deberá encaminarse al logro de aquella 

finalidad que determinó el otorgamiento de la potestad ejercitada. 

Según Garrido Falla, así como el elemento causal se determina con la contestación 

a la pregunta “¿por qué?”, el elemento fin del acto administrativo es la respuesta a 

la pregunta “¿para qué?”. Y así como la realización de actos de Derecho Privado por los 

particulares no responde a exigencias objetivas de la ley, sino a los motivos extrajurídicos 

que animan a cada sujeto, en cambio el acto administrativo se dirige siempre a una 

finalidad objetivamente determinada: el interés público o el interés del servicio 

público. En cada acto administrativo el fin viene dado, pues, por una especial 

manifestación del interés público. Así, por ejemplo, el fin del nombramiento de un 

funcionario es proveer una vacante; el fin de unas oposiciones, elegir el más apto, etc. 



 

 

Como decíamos anteriormente, el acto deberá encaminarse al logro de la finalidad que 

determinó el otorgamiento de la potestad ejercitada. Si no ocurre así, al separarse el 

acto de su elemento teleológico, estará viciado de “desviación de poder”, vicio legal que 

consiste en el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados en 

el ordenamiento jurídico; por ejemplo, una finalidad recaudatoria utilizando un poder de 

policía, supuesto muy normal en la jurisprudencia a propósito de las tasas municipales de 

inspección de aparatos e instalaciones industriales, inspección sólo justificable por 

efectivas razones de seguridad y no con un fin fiscal. En este sentido, son anulables los 

actos de la Administración que incurran en desviación de poder 

El acto administrativo, pues, en cuanto ejercicio de una potestad, debe servir, 

necesariamente, a un fin, e incurrirá en vicio legal si se aparta de él o pretende servir una 

finalidad distinta, aun cuando se trate de otra finalidad pública. 

La forma. 

En su acepción estricta la expresión “forma” se entiende referida al modo de 

declaración de una voluntad ya formada, actuando como medio de transporte de dicha 

voluntad del campo psíquico al campo jurídico, a efectos de asegurar su prueba y de 

permitir el exacto conocimiento de su contenido. 

Con relación a los actos administrativos, la expresión “forma” abarca el conjunto de 

formalidades y trámites a través de los cuales la voluntad administrativa se configura; 

esto es, el procedimiento de formación de dicha voluntad. 

 

 


